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RESUMEN: Las áreas no municipalizadas, presentes en los departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés 
en Colombia, son territorios que no coinciden con las entidades territoriales de nivel local definidas en la 
Constitución de 1991, por lo que la gestión de las mismas está en manos del departamento al que pertene-
cen. A partir de una revisión normativa y documental para identificar las razones y particularidades que han 
impedido su formalización como entidades territoriales se pudo determinar que estas áreas presentan ca-
racterísticas sociales, económicas y ambientales muy diferentes de los demás territorios de nuestro país. 
Los intentos por convertirlos en entidades territoriales o anexarlos a entidades de nivel local existentes han 
sido infructuosos debido a que los marcos normativos actuales no recogen las particularidades relativas a 
los vínculos entre el territorio y las comunidades indígenas que los habitan. El gobierno nacional ha optado 
por reconocerle cada vez más derechos a los Territorios Indígenas que las componen, ya que es muy poco 
probable que el congreso autorice la creación de las denominadas Entidades Territoriales Indígenas. 

 Áreas no municipalizadas; Territorios indígenas; Comunidades indígenas; Entidades 
territoriales; Departamentos.

ABSTRACT: The non-municipalized areas, present in the departments of Amazonas, Guainía and Vaupés in 
Colombia, are territories that do not coincide with the territorial entities of local level defined in the 1991 
Constitution, so that their management is in hands of the administration of the department to which they 
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El diseño territorial es la base a partir de la 
cual se establecen los criterios de gestión 
de los asuntos que tienen lugar al interior 

de un país. Pero tanto el diseño del territorio como 
la gestión que se haga del mismo constituyen los 
medios a través de los cuales se busca mejorar 
los niveles de bienestar social y económico de la  
población. Por este motivo, es trascendental que 
cada país, atendiendo a sus ámbitos y necesida-
des propios decida cuál es la fórmula territorial 
que más le conviene. Colombia, como producto 
de la maduración institucional de que ha sido ob- 
jeto, cuenta actualmente con dos tipos de enti- 
dades territoriales de nivel local y una de nivel 
intermedio. Sin embargo, y a pesar de la evolución 
de sus marcos normativos, todavía no ha logra-
do incorporar la totalidad de su territorio dentro 
de estas categorías, lo cual ha derivado en la 
existencia de áreas no municipalizadas. 

Una revisión de la información aportada tanto por 
el diseño normativo existente como por las fuen- 
tes documentales referidas a la temática permitie-
ron comprender de manera más clara cuales han 
sido las circunstancias que han impedido la for-
malización de estos territorios. Para ilustrarlo, este 
documento se encuentra estructurado en cinco 
partes centrales que incluyen el marco teórico y 
conceptual, seguido de la descripción del diseño 

ubicación de las áreas no municipalizadas en su 
interior. En tercer lugar, se analizan los intentos 
que se han realizado desde el diseño normativo 
para convertir a estas áreas en entidades terri-
toriales, y las razones por las cuales no se logró 
este propósito. En cuarto lugar, se revisan las 
particularidades económicas, sociales y geográ-

las normas que han sido recientemente expedi- 
das para reglamentar la administración de estos 
territorios, a partir de los Territorios Indígenas. Fi-
nalmente, se realiza una revisión sobre el estado  
de avance a nivel latinoamericano en materia de 
creación de entidades propias para los pueblos 
indígenas.

El estado moderno le ha otorgado una importan-
cia especial al territorio, en tanto el mismo re- 
presenta el ámbito fundamental dentro del cual 
tienen sentido los demás elementos de su exis-
tencia. La necesidad de garantizar la defensa de 
la soberanía, el ejercicio del poder y el desarrollo 
de las dinámicas sociales, económicas y ambien-
tales han conducido a la adopción de diferen- 
tes mecanismos de protección del territorio, así 
como formas de organización y gestión interna 
del mismo (GUARDERAS, 2007; LLANOS, 2010). En 
el proceso, los estados han incorporado alternati-
vas de diseño espacial particulares, y que, en el 
caso de Colombia, han resultado de procesos 
de evolución que consultaron dinámicas sociales  
y económicas propias y heredadas de la época 
colonial.

La división político-administrativa que nos identi-
-

tanto previo como posterior a la Revolución el 
cual fue introducido a nuestro país a través de la 
corona española (HERNÁNDEZ, 2015). El centralis-
mo histórico que nos ha caracterizado en estos 
dos siglos, así como la presencia de diseños nor- 
mativos homogéneos para cada tipo de entidad 
territorial son muestra de este fenómeno. El de-
recho a la igualdad, introducido en Francia para 
regular las relaciones entre los individuos, tam-
bién fue tomado en cuenta a la hora de realizar 
el reparto y manejo de los territorios (HERNÁNDEZ, 
2018). Debido a esto, las normas que rigen a ni-
vel subnacional no consultan las diferencias am-
bientales, sociales o económicas existentes entre 
entidades que pertenecen a la misma especie, 
derivando con ello en la presencia de dos tipos de 
fenómenos que no necesariamente están articu-
lados. Por un lado, está la representación jurídica 
 de la entidad territorial y, por otro, el fenómeno 
real compuesto por manifestaciones de tipo so-
cioeconómico de carácter diverso.

Esta particularidad se puede observar en el caso 
de los municipios, los departamentos y los distritos,  

belong. From a normative and documentary review to identify the reasons and particularities that have pre-
vented its formalization as territorial entities, it was determined that these areas have social, economic and 
environmental characteristics very different from the other territories of our country. Attempts to convert 
them into territorial entities or annex them to existing local level entities have been unsuccessful because 
the current regulatory frameworks. They do not reflect the particularities related to the links between the 
territory and the indigenous communities that inhabit them. The national government has chosen to recog-
nize more and more rights to the Indigenous Territories present in these areas, because it is very unlikely 
that the Congress will authorize the creation of the so-called Indigenous Territorial Entities.

Non-municipalized areas; Indigenous territories; Indigenous communities; Territorial entities.
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con la excepción de Bogotá, que cuenta con un 
régimen especial de administración y gestión 
(Decreto 1421 de 1993). Y aunque las normas 
relativas a la categorización territorial (Ley 136 
de 19914, Ley 617 de 2000 y Ley 1551 de 2012) 
no desarrollaron el cometido establecido por la 
Constitución Política de 1991, que buscaba que 
desde el diseño institucional se reconocieran las 
diferencias existentes al interior de cada uno de 
los niveles del Estado (Artículo 320), esto no ha 
afectado la continuidad del Estado ni ha frenado 
la gestión de los territorios.

No obstante, los límites mínimos en el diseño 
institucional existente, de todas maneras, no han 
logrado cubrir la globalidad de las condiciones 
presentes en las regiones, dando lugar a la exis-
tencia de lo que se conoce como áreas no mu- 
nicipalizadas. 

Su existencia evidencia la inoperancia del mode- 
lo de homogeneización territorial frente a realida-
des que cuentan con fenómenos tan particulares 
que no logran ser incluidos en los diseños tradi-
cionales, en este caso para el nivel local. La con-
sideración de estos fenómenos, entonces, debería  
partir de interpretar el territorio más allá de la di-
visión político-administrativa, para incorporar una  
comprensión del mismo como un “espacio apro- 
piado por un grupo social para asegurar su re-
producción y la satisfacción de sus necesidades 
vitales, que pueden ser materiales o simbólicas” 
(GIMÉNEZ, 2005, pp. 3). Esta apropiación, para el 
caso de las áreas no municipalizadas en Colom-
bia, puede tener un carácter de mayor predomi-
nancia simbólico-cultural que utilitaria y funcional  
(RAFFESTIN, 1980).

Esto se debe principalmente a que estas áreas 
han sido habitadas tradicionalmente por pueblos 
indígenas cuyo arraigo con el territorio ha sido re- 
conocido de manera distinta al de las demás po-
blaciones. En ese sentido, además de considerar 
al territorio como un medio de subsistencia y fuen-
te de recursos importantes, se le tiende a valorar 
primordialmente como el lugar donde habitaron 
sus antepasados y donde se encuentra anclada 
su historia y sus tradiciones (UNICEF, 2003). Él 
mismo, adquiere características sagradas y es 

-
 

(BARABÁS, 2003). 

En los territorios indígenas predomina la concep-
ción del territorio como elemento simbólico y me- 
tafísico, el cual ha sido moldeado e interpretado 
por las comunidades que lo han ocupado tradi-
cionalmente a partir de dispositivos inmateriales 
propios (UNICEF, 2003). En este proceso, el territo-
rio es en sí mismo un ámbito donde hacen presen- 
cia las instituciones, las creencias y las prácticas  
culturales propias que han sido construidas e  

nando la emocionalidad y el apego de los indivi-
duos y por ende la construcción de identidades 
y de cohesión social (FLORES, 2007). De igual 
manera, las manifestaciones culturales de estos 
pueblos pueden haberse encarnado directamen-
te en el paisaje mediante lo que DEMARCHI (1983) 
describe como la dimensión ecológica de la cul-
tura regional, expresada en paisajes rurales y 
urbanos, los monumentos, los caminos, canales 
de riego o cualquier otro tipo de antropoización  
de la naturaleza.

Esta interpretación del territorio, que debería estar 
en la base de la concepción de la entidad territo-
rial, es distinta a la que se encuentra descrita en 
la Constitución Política de 1991 para el nivel local, 
donde se concibe al municipio como la entidad 
fundamental de la división político-administrativa 
del estado, la cual es responsable de prestar ser-
vicios públicos, construir obras, ordenar el desa-
rrollo territorial, entre otras (Articulo 311). Aunque 
la concepción del nivel local podría haber parti- 
do de la consideración de los aspectos culturales, 
sociales e históricos característicos de las comu-
nidades presentes en su interior, la carta magna 

legalista que describe PÉREZ (2010), en la que el 
municipio es apenas una entidad pública respon-
sable de cumplir funciones y administrar recursos. 

Por este motivo, la existencia de territorios locales  
no formalizados es un reto para las concepciones 
tradicionales sobre el territorio, en especial porque 
los territorios indígenas no se pueden equiparar a 
los demás municipios en Colombia. Esta particu-
laridad ha sido incluida ya en Normas internacio-
nales sobre la materia, como el Convenio Nº 169 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
(1989) y en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(2007). A través de estas normas se ordena a los 
estados, entre otros aspectos, el reconocimiento 
de derechos de los pueblos indígenas en materia 
de ocupación, posesión y participación de los 

en cuenta los vínculos ancestrales de estas 
poblaciones con el espacio que han ocupado y 

 
éste representa. En el proceso, además, los es-
tados deberían reconocerles derechos políticos y 
la posibilidad de autodeterminación y manejo de 
sus asuntos propios a través de la creación de 
entes autónomos.

Colombia se compone actualmente, además 
del nivel nacional del Estado, de dos niveles 



incluyen los municipios y los distritos para el nivel 
local y los departamentos en el nivel intermedio. 

el artículo 286 de la Constitución Política (CP) de  
1991, es la condensación de cambios y transfor-
maciones que tienen su origen desde la misma 
conformación de la República en el siglo XIX. A  
partir de ese momento el nivel local ha sido objeto 

el origen de la República derivó en la aparición de 
las parroquias (CP 1819), las cuales evoluciona-
ron en los distritos parroquiales (CP 1832), que 
dieron paso a los distritos municipales (CP 1863), 
los que, a su vez, se convirtieron para el siglo XX  
en dos tipos distintos de entidad territorial, los mu-
nicipios y los distritos (Acto legislativo 01 de 1936)  
los cuales han trascendido hasta hoy. 

Además de estas dos entidades, que constituyen 
una tradición en nuestro contexto, la Constitución 
de 1991 incluyó a las Entidades Territoriales 
Indigenas (ETIs) como posibilidades para el nivel 
local. Estas últimas fueron consideradas con el 
ánimo de contribuir al reconocimiento y consolida-
ción de las autonomías de los pueblos indígenas 
que habitan nuestro territorio. Dicha posibilidad, 
aunque evidencia el ánimo garantista de nuestro 
estado, sigue vigente, ya que la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial (ley 1454 de 2011), que 
de acuerdo con la Constitución de 1991 debía 
ser la norma que institucionalizara su existencia, 
no las incluyó como entidades territoriales. Esto 
condujo a que los pueblos indígenas de nuestro 
país hayan tenido que continuar sujetándose a las 
directrices y procedimientos que emanan de las 
autoridades de los municipios o departamentos a 
los cuales pertenecen sus territorios, en asuntos 
que de otra manera podrían manejarse directa-
mente por sus autoridades y responder a sus 
lógicas particulares (BAENA, 2015).

El nivel intermedio, por su parte, ha sido objeto de 
múltiples transformaciones ya que, aunque Co-
lombia nació como estado unitario, lo hizo en un 
momento en el que el modelo federal también for-
maba parte del contexto político imperante (SIXIERI, 
2014). Esta dualidad derivó en que, en la segunda 
mitad del siglo XIX, nuestro país se convirtiera 
en un estado federal, pero en un ambiente que 
se había caracterizado por un manejo altamente 
centralizado de los asuntos públicos dentro del 
modelo unitario. El resultado fue el fracaso de la 
propuesta federal y el consecuente retorno al es- 

 
rada durante la mayor parte del siglo XX con la 
conocida formula “centralización política y descen-
tralización administrativa”. No obstante, la conso-
lidación plena de la descentralización territorial, 

tal como la conocemos en la actualidad, se logró  
solamente a través de la elección popular de alcal-
des (HERNÁNDEZ, 1999), introducida como reforma 
constitucional en el año 1986 (Acto legislativo 01) 
y que fue recogida luego mediante la Constitución  
política de 1991. 

Todo este proceso tuvo implicaciones importantes, 
en especial para el nivel intermedio, que en el ori-
gen (CP 1821) estuvo compuesto por tres tipos 
de entidades distintas, los cantones, las provin- 
cias y los departamentos. Estas entidades respon-

que no coinciden con las que rigen el diseño terri-
torial en la actualidad. Lo anterior debido a que, 
en el caso particular de los departamentos, por  
corresponder en tamaño a cada uno de los tres 
países que formaban parte de la Gran Colombia, 
no tenía ninguna relación con los departamentos 
tal como los conocemos hoy. Sin embargo, estas 
entidades no tuvieron una larga existencia ya que, 
con la disolución de este estado, nuestro país con-
servó solamente las provincias y los cantones, 
pero solo fue hasta la Constitución de 1853 cuan- 
do también prescindió de estos últimos quedándo-
se con una sola entidad de nivel intermedio. Las 
provincias tampoco tuvieron una larga duración, 
ya que al transitar hacia el modelo federal (Cons-
tituciones de 1858 y 1863) cambiaron su deno-

 
sus propios marcos constitucionales y legales. 

Con el regreso al modelo unitario, por las razones 
económicas, sociales y políticas que llevaron a la 
expedición de la Constitución de 1886, los deno-
minados estados pasaron a llamarse en adelante 
departamentos, los cuales, además, podían sub-
dividirse para crear más de estas entidades como  
sucedió a lo largo del siglo XX, llegando a los 32 
con que contamos en este momento. No obstante, 
para esta época ya existían ciertos territorios que, 
aunque solo fueron reconocidos en la Carta cons-
titucional hasta el año de 1945 como entidades 
territoriales, formaban parte de nuestra realidad 
territorial y se conocían como Territorios Naciona-
les (GÓMEZ, 2010). Con la reforma del año 45 (acto 
legislativo 01) y a lo largo del siglo pasado estas 
entidades se formalizaron como Intendencias  
y Comisarías, y si bien eran entes intermedios y 

departamentos, sus particularidades económicas, 

de éstos, por lo que su administración se realizaba, 
principalmente, desde el nivel nacional (GÓMEZ, 
2010). 

Con la Carta constitucional del año 91 las inten-
dencias (San Andrés, Aruca, Casanare y Putu-
mayo) y comisarías (Vichada, Guaviare, Guainía, 
Vaupés y Amazonas) que todavía existían pasaron 
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a llamarse departamentos (artículo 309), con lo 

nivel intermedio. Además, se incluyeron las regio-
nes (artículos 286, 306 y 307) y nuevamente las 
provincias (artículos 286 y 321) como alternativas 
para nuestro ordenamiento territorial. Aunque lo 
anterior podría haber derivado en la existencia  
de tres tipos de entidades en este nivel del Esta-

distintas, en tanto las provincias se compondrían  
de municipios y entes indígenas, los departamen-
tos de provincias, y las regiones de departamen- 
tos, la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 
(LOOT) no autorizó tampoco su creación igual co- 
mo sucedió con las ETIs. Por lo tanto, los depar-
tamentos continuaron siendo las únicas entidades 
territoriales de nivel intermedio y los municipios y  
distritos las del nivel local.

A pesar de la evolución constante que ha sufrido 
nuestro diseño territorial, el país se encuentra di-
vidido en departamentos, pero no todo el territorio 
está dividido en municipios y distritos en tanto al- 

-
ternativas. Estos territorios recibieron inicialmente 
la denominación de “corregimientos departamen-
tales”, y actualmente se les conoce como “áreas 
no municipalizadas” de acuerdo con algunas nor-
mas que reconocen su existencia (Decreto 2274 
de 1991 y la ley 1551 de 2012). Se trata de en- 
tidades que no responden a una lógica constitu-
cionalmente establecida, porque no alcanzan a 
cumplir con los requisitos de población y recursos 
para convertirse en municipios (artículo 11 de la 
ley 1551 de 2012). Los mismos son el rezago de 
los antiguos corregimientos intendenciales y co-
misariales que fueron reconocidos anteriormente 
mediante la ley 2 de 1943 y reglamentados con el 
Decreto 2451 de 1943. Dichas normas mencio-
nan los setenta y dos (72) corregimientos en que 
se dividían las entonces intendencias del Chocó, 
Meta, y San Andrés y Providencia, y las comi-
sarías de Arauca, Amazonas, Caquetá, Guajira, 
Putumayo, Vaupés y Vichada.

Debido a que las áreas no municipalizadas son 
una realidad que solo ha estado presente en los 
antiguos territorios nacionales, su existencia pone 
en evidencia defectos que van más allá de la pre-
sencia de vacíos en nuestro diseño normativo. La 
circunstancia de que estos territorios sean caracte-
rísticos de entidades que antes eran consideradas 
de categoría inferior a los demás departamentos 
y que con la Constitución ascendieron de estatus 
muestra que los cambios de que fueron objeto son 
de forma, pero no de fondo. Las características 
económicas, sociales y ambientales que marcaron 
las diferencias en el pasado siguen presentes en la 
dinámica de los nuevos departamentos, los cuales 
se componen en un alto porcentaje de poblaciones 

indígenas y están integrados por territorios princi-
palmente selváticos que, por ser de difícil acceso, 
no permiten el desarrollo de la economía en las 
mismas condiciones y con características similares 
a las del resto de los departamentos en nuestro 
país (GONZÁLEZ, 2010).

Luego de la transformación de las últimas Inten-
dencias y Comisarías en departamentos en 1991  
(Ver FIG. 1), ha habido tres posibilidades para la  
conversión de los antes denominados corregi-
mientos departamentales en entidades territoria-
les o en parte de entidades ya existentes. La 
primera de ellas fue el Decreto 2274 de 1991 el  
cual estableció que las áreas que no formaran 
parte de un municipio, y que todavía existían 
como corregimientos de las antiguas intenden-
cias y comisarías debían mantenerse como divi-
siones departamentales (Artículo 21). El manejo 
de las mismas quedaría en manos de un Corre-
gidor, agente del Gobernador y una Junta Ad- 
ministradora. Sin embargo, para el año 2001, 
la Corte Constitucional declaró inexequible esta 
disposición, y le dio al Congreso un plazo máxi-
mo de dos legislaturas para expedir un régimen 
que permitiera la transformación de los corre-
gimientos departamentales en municipios o su 
incorporación al interior de municipios ya exis-
tentes (Sentencia C-141-01). 

Pero, dado que han transcurrido 17 años sin que 
se haya cumplido esta ordenación, estos territo- 
rios ahora se encuentran en un limbo jurídico, ya 
que por un lado no están formalizados normati-
vamente y por otro, su denominación se manten- 
dría vigente, de acuerdo con la Corte, durante el  
periodo de transición correspondiente a las dos 
legislaturas que tenía el Congreso para su for-
malización. Ante la evidente inconstitucionalidad 
de la expresión “corregimientos departamentales” 

 
lo hacen como “áreas no municipalizadas”, de-

desde la Constitución de 1991.

Pero este no ha sido el único intento por incorporar 
estas áreas dentro de la institucionalidad territo-
rial. Otro de los casos más claros fue el artículo 
44 de la ley 1551 de 2012, también declarado 
inexequible por la Corte Constitucional (Senten-
cia C-100-2013), el cual buscaba convertir los 21 
corregimientos departamentales existentes (Ver 
FIG 2), en “territorios especiales biodiversos y fron-
terizos”. La inexequibilidad se basó no solo en  



que se le estaba asignando una denominación es-
pecial a estas zonas, sino, principalmente, porque 
se buscaba mediante una ley y no la Constitu-
ción, reconocerlos como entidades territoriales al 
atribuirles derechos propios de éstas, como la po-
sibilidad de elegir popularmente a sus autoridades 
político-administrativa 

Adicionalmente, antes de esta ley, el legislativo 
tuvo la posibilidad, de formalizar las denomina-
das ETIs mediante la LOOT. Estas entidades, que 
sí están consideradas como alternativa desde 
la Constitución Política de 1991 (artículo 329), 
constituían una opción viable para garantizar el 
manejo de los asuntos locales de manera directa 
por parte de las poblaciones allí asentadas. Se 
trataría de entidades autónomas integradas 
principalmente por comunidades indígenas, con 
autoridades propias, y con funciones y recursos 

intereses (Artículos 329 y 330 de la CP de 1991). 
Lo anterior podría haber conducido a la con-
versión en entidad territorial de los resguardos 
indígenas que se encuentran al interior de algu-
nos municipios, pero principalmente habría per- 
mitido la formalización progresiva de las áreas 
no municipalizadas. 

Debido a la falta de reconocimiento de estos te-
rritorios como entes autónomos de nivel local, su  
administración y el manejo de sus asuntos parti- 
culares ha estado en manos de los departamen-
tos de los que forman parte. En consecuencia, 
estos departamentos han tenido que asumir res-
ponsabilidades que corresponden a dos niveles 
del Estado, el nivel intermedio y el nivel local. Esto 
se debe, en el segundo caso, a que, aunque la 
responsabilidad de garantizar un importante nú-
mero de bienes y servicios públicos debería estar 
en manos de autoridades locales, su ausencia no 

Amazonas 93%
Leticia, Puerto 

Nariño

Guainía 78% Inírida

Vaupés 45%
Mitú, Caruru, 

Taraira

Fuente: Elaboración propia con base en la Ley 1551 de 2012*, HURTADO, 2010** y Contaduría General de la Nación, 2018***..
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exime de responsabilidad al Estado. Incluso, para 
estas entidades el cumplimiento de las funciones 
de carácter local ha dejado de ser un tema resi-
dual, ya que las áreas no municipalizadas ocupan 
una gran parte de su territorio, siendo el caso más 

estos territorios, seguido del Guainía con el 78% 
de su territorio organizado en 8 de ellos y Vaupés 
con el 45% del suyo dividido en tres (Ver FIG. 1).

Además, dada la gran complejidad que se deriva  
de las funciones que forman parte de las adminis-
traciones locales en Colombia y las particularida-

zonas, las autoridades departamentales deben en- 
frentar retos importantes con los que los departa-
mentos tradicionales no tienen que tratar. Aunque 
su carácter selvático ha conducido a que en los 
últimos años se les preste mayor atención por su 
importancia ambiental, actualmente enfrentan pro-
blemas de deforestación, contaminación, minería 
ilegal y los efectos del cambio climático (CEPAL, 
2014). La mayoría de sus habitantes pertenecen 
a comunidades indígenas, pero están sometidas a 
gobiernos no indígenas, bajo condiciones y reglas 
que fueron establecidas para los demás territorios. 

permitido que se desarrolle una economía como en 
el resto del país, por lo que históricamente no han 
sido prioritarios para el gobierno central (GONZÁLEZ, 
2010).

Las áreas no municipalizadas y principalmente los 
departamentos en los que se encuentran normal-
mente se ubican en los lugares más bajos en las 

-
cas en lo que respecta a los ámbitos sociales y 
económicos (Ver FIG. 2). Aunque estos territorios 
se caracterizan por contar con amplias zonas de 
bosques, humedales y zonas de reserva ambiental 
que superan en tamaño a todos los demás depar-
tamentos de Colombia (DNP 2017), también se 

-
cional que están muy por debajo del promedio 
nacional y que ni siquiera alcanzan 1 habitante 
por Km2.

Pero las diferencias más sobresalientes se pre-
sentan en los ámbitos social y económico, dado 
que se trata de entes que concentran las mayores 
proporciones de poblaciones indígenas del terri-
torio nacional. Esta característica, es propia de 
los departamentos2 de Vaupés, Guainía, Guajira, 
Vichada, Amazonas, Cauca y Putumayo, entre los 
que se destacan Vaupés y Guainía con poblacio-
nes indígenas por encima del 60% del total de 
habitantes. Estos departamentos también están 
entre los territorios con el mayor Indice de Pobre-
za Multidimensional (IPM) (CARMONA, SUPELANO 
& al. OSEJO (2014)).

Lo anterior coincide, además, con bajos niveles  
de crecimiento económico, ya que los departa-
mentos que menos aportaron al PIB durante el  
año 2017 fueron en orden descendente La Guaji-
ra, Quindío, Sucre, Caquetá, Arauca, Chocó, Pu- 
tumayo, San Andrés y Providencia, Amazonas, 
Vichada, Guaviare, Guainía y Vaupés. La mayoría 
de estas entidades se han caracterizado históri-
camente por una economía predominantemente 
agrícola y ganadera y con un auge reciente de 
la minería (DANE, 2017). En consonancia con lo 
anterior, el sector público de estas entidades re-
gistra los niveles más bajos de recaudo tributario, 
como se desprende del informe del Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) del año 2017 

y municipios, en el que los peor ubicados fueron 
Guaviare, Vichada, Guainía, Amazonas y Vaupés. 
Estos últimos además son los departamentos que 
mayores niveles de transferencias por habitante 
reciben en el país, y en los que el nivel de depen-
dencia de las transferencias supera el 70% del 
total de sus ingresos. Con lo cual se trataría de 
entes que funcionan más como unidades descon-
centradas del nivel nacional que como entidades 
descentralizadas con autonomía territorial.

Otro punto de referencia sobre estos territorios se 
puede encontrar en algunos estudios orientados a 

entidades territoriales de acuerdo con las similitu-
des existentes en los ámbitos social, económico 
y ambiental (FIG. 3). Muchos de estos análisis, 
que normalmente son de carácter académico no 

departamentos como de los municipios y algunos 
de ellos han incluido también las áreas no muni-
cipalizadas como parte del nivel local. Este es el 
caso de RAMÍREZ & AGUAS (2016), CARRIAZO & al. 
(2012) y POSADA (2010), cuyos análisis parten de 
información como la cantidad de población que 

2 Las fuentes oficiales que ofrecen información sobre el nivel 
local en Colombia no incluyen a las áreas no municipalizadas, 
por lo que las referencias que se tomaron en cuenta en esta

parte aluden a los departamentos dentro de las cuales se 
incluyen estos territorios. 



habita en las cabeceras o en las zonas rurales, 
la densidad poblacional, las actividades econó-
micas más importantes, el nivel de acceso a la 
educación superior, la cobertura de los servicios 
básicos, los usos del suelo y los tiempos de via- 
je en automóvil por carretera principal hasta las 
cabeceras de los territorios urbanos.

En todos estos análisis se buscaba medir el nivel 
de ruralidad y los vínculos de los territorios rura- 
les con los centros poblados de carácter urbano, 

 
territoriales existentes, más allá de la simple con- 

-
nidas estatalmente. El propósito era comprender 
lo que sucede con los territorios mediante el es-
tablecimiento de redes de trabajo y el movimiento 
de las personas, y los efectos que estos pueden 
generar en los niveles de avance o estancamiento 
económico y social de cada territorio. A partir de la 
información de base, los documentos consultados 

-
cipalizadas en categorías que se distribuyen entre 
lo urbano y lo rural, y que derivaron en diferentes 
clases dependiendo de la combinación de estos 
dos elementos o la prevalencia de alguno de ellos 
sobre el otro (Ver FIG. 4). 

En los tres casos, las áreas no municipalizadas 
 

les. En el caso de RAMÍREZ (2016) quedaron inclui- 
das como Provincias Rurales Alejadas y Aisladas,  

horas de viaje por carretera para llegar hasta la  

cabecera de provincia urbana o intermedia más 
cercana. CARRIAZO & REYES (2012) por su parte 

categoría de Profundamente Rurales o Rurales 
Dispersos, los cuales en general son territorios 
aislados, donde no hay conglomeración, por lo que 
no existen desplazamientos de personas desde 
o hacia el territorio. Asimismo, POSADA (2010) las 

Eminentemente Rurales en donde 
se incluyen los territorios con población inferior a 
5.804 habitantes, caracterizados por ser principal-

Estos territorios también se caracterizan porque 
su actividad económica está basada principal-
mente en el sector agropecuario con leve apro-
vechamiento de los recursos forestales y donde 
existe una alta cobertura de energía, media en  
acueducto y baja en alcantarillado.

Al margen de estas particularidades, los depar-
tamentos con áreas no municipalizadas se admi-

demás departamentos en Colombia, y la gestión de 
los asuntos locales responde a la misma normati-
vidad que rige para el nivel municipal. Por lo tanto, 
debido a que las autoridades que tradicionalmente 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE 2017 y DNP 2018.

Amazonas 43,4 0,69 0,74 0,1 22.039.322 61,41 80,27 59,77

Arauca 2,2 10,89 0,59 0,5 34.275.751 73,60 73,41 56,60

Caquetá 1,6 5,30 0,71 0,5 29.520.498 56,93 74,90 54,99

Chocó 12,7 10,64 0,86 0,4 32.355.349 67,33 81,51 48,05

Guainía 64,9 0,57 0,79 0,0 20.235.072 17,14 75,91 35,50

Guajira 44,9 44,62 0,80 1,0 27.153.565 78,89 72,88 45,95

Guaviare 4,3 2,05 0,75 0,1 27.007.027 64,71 53,38 41,52

Putumayo 20,9 13,70 0,76 0,4 31.625.353 59,26 73,99 64,26

Quindío 0,4 304,67 0,42 0,8 53.049.227 92,53 72,40 75,16

San Andrés 0,1 1457,71 0,38 0,2 142.795.597 31,10 70,28 60,46

Sucre 11 77,24 0,73 0,8 73.916.838 73,35 112,06 74,19

Vaupés 66,6 0,80 0,78 0,0 19.318.273 83,55 63,33 38,09

Vichada 44,4 0,70 0,84 0,1 21.220.299 42,35 80,09 34,58

Promedio nacional 24,42 148,43 0,70 0,38 41.116.321 61,70 75,72 53,01
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el centro y no a partir de las ópticas culturales, 
y económicas propias, el manejo de los asuntos 
locales ha demostrado ser bastante defectuoso. 
Esto se ha debido, tanto a la distancia existente 
entre la población y la administración del nivel 

-
cias departamentales para interpretar los asuntos  
propios de las comunidades (HURTADO, 2010).

Dadas estas circunstancias, el gobierno nacional 
expidió recientemente algunos decretos cuya na-

áreas no municipalizadas, en tanto unidades terri-
toriales, como de las comunidades indígenas que 
se encuentran en su interior y al interior de otros  
territorios ya formalizados. Este es el caso de los 
Decretos 1953 de 2014, 632 de 2018 y 1454 de 

un régimen especial para los denominados Terri-
torios Indígenas, en ausencia de la aprobación de 
las ETIs de que debió ocuparse la LOOT y para 
desarrollar el artículo transitorio Nº 56 de la CP de 

1991. Este artículo autoriza al gobierno nacional 

funcionamiento de los territorios indígenas y su 
coordinación con las demás entidades territoriales. 

En este marco, los Decretos 1953/14 y 632/2018 
reconocen a los Territorios Indígenas como una 
organización político-administrativa de carácter 
especial a la que se le asignan unas funciones 
para ser ejercidas por sus autoridades propias. 
Estas normas avanzan en que, además de los 
recursos de la asignación especial del Sistema 
General de Participaciones3 -
ciar los proyectos de inversión establecidos en 
los planes de vida de los resguardos indígenas, 
estos territorios tienen la posibilidad de admi-
nistrar directamente los recursos orientados a 
salud, educación y agua potable que en el pasa-
do tenían que pasar por la administración de los 

los que pertenecían. Se trata de normas que bus-
can suplir la ausencia de las ETIs mientras son  

Fuente: Elaboración propia, con base en los documentos relacionados.

Configuración territo-
rial de las provincias 
de Colombia (2016)
Juan Carlos Ramírez  
y J. Johan Manuel 
de Aguas P.

sus cabeceras municipales 

-
cera de provincia urbana

-
termedias periurbanas, ii) intermedias cercanas, 
e iii) intermedias alejadas

-
viden en i) rurales periurbanas, ii) rurales cercanas 
a urbanas, iii) rurales cercanas a intermedias, y 
iv) rurales alejadas y aisladas.

Territorios funcionales: 
un análisis del gradien-
te rural-urbano 
para Colombia, (2012) 
Fernando Carriazo 
y Mónica Juliana Reyes

rural, 

al banco agrario, 
 

gos del total de la población ocupada en ac-
tividad primaria 

-
cación superior

Regiones metropolitanas o territorios totalmen-
te urbanos.

-
mente urbano

-
mente rural 

principal o totalmente urbanos) 
-

les 
-

persos.

Agrupación de muni-
cipios colombiano se-
gún características 
de ruralidad
(2010)
Gabriel Jaime Posada 
Hernández

la población urbana y rural),
-

nómicamente activa vs población en edad de 
trabajar), 

-
sonas dependientes/No de personas no de-
pendientes), 

-
gía, alcantarillado y acueducto y, 

del suelo.



autorizadas a través de la LOOT y prácticamente 
permiten que, aunque no estén formalizados des- 
de la Constitución, los Territorios Indígenas fun-
cionen con todas las características que tendrían 
como entidad territorial, autoridades, funciones 
y recursos. 

 
contenidos más importantes de esta materia dirigi-
da para los Territorios Indígenas que se organiza-
ran en cualquier parte del territorio nacional, pero 
el 632/18 se creó con el propósito de reglamen- 
tar exclusivamente los Territorios Indígenas en las 
áreas no municipalizadas de los departamentos de  
Amazonas, Guainía y Vaupés, tal como lo esta-
blece su artículo 1º:

“El presente Decreto establece las normas transi-
torias relativas a la puesta en funcionamiento de 
los territorios indígenas ubicados al interior de los 
resguardos en áreas no municipalizadas de los 
departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés; 
los mecanismos para el relacionamiento entre los 
gobiernos propios de los pueblos indígenas ubi-
cados en estos territorios y las disposiciones para 

entidades territoriales, en tanto se expide la ley de 
que trata el artículo 329 de la Constitución Políti-

 
de la Asignación Especial del Sistema General de 
Participaciones es el resguardo indígena de con-
formidad con la establecido en el artículo 356 de la  
Constitución Política.”

El último de estos decretos (1454 de 2018), sin 
embargo, tiene una orientación distinta, ya que 
emite un concepto desde el gobierno nacional en 
el que aprueba la conversión de cinco de las áre-
as no municipalizadas (Barrancominas y Mapiripa- 
na; y Pana Pana, San Felipe y Puerto Colombia) 
del departamento de Guainía en dos nuevos mu-
nicipios, Mapiripana y San Felipe. Como veíamos 
antes (FIG. 1) este departamento es el único del 
territorio nacional que hasta el momento ha con-
tado con un solo municipio. La creación de estos 
dos municipios no incorpora el reconocimiento 
de autonomías indígenas en tanto su manejo se 
haría dentro del marco normativo que rige para los 
municipios en general. Lo anterior, no obstante, no 
excluye la posibilidad de que a su interior se reco-
nozcan o se conserven Territorios Indígenas en las 
condiciones de las normas que los regulan.

Aunque la evolución de que han sido objeto recien-
temente las áreas no municipalizadas muestra la 
marcha lenta de nuestro Estado, en cabeza del 
ejecutivo, hacia su reconocimiento y formalización,  

también pone en evidencia las resistencias que 
todavía están presentes en el legislativo pues- 
to que dicha formalización involucra principal-
mente el reconocimiento de los derechos de las 
comunidades indígenas que los habitan (BAENA, 
2015). En especial debido a que la alternativa 
más apro-piada que daría lugar a la legalización 
territorial  de esta realidad social latente, que ser- 
ía la reforma de la LOOT para incluir las ETIs 
es poco probable, más tomando en cuenta que 
su expedición se logró después de que fueran 
presentados diecinueve proyectos de ley.

Los avances en el reconocimiento de los derechos 
en materia territorial para los pueblos indígenas 
que se han realizado en Colombia, aunque limita-
dos, son similares a los que se han llevado a cabo 
por otros países latinoamericanos. Los mismos  
se enmarcan en normas internacionales como el 
Convenio Nº 169 de la OIT (1989) y en la Decla-
ración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas (2007). Dichas normas 
se produjeron como resultado de los movimientos 
étnicos, por medio de los cuales estos pueblos han  
buscado la generación de espacios de participa-
ción en las decisiones públicas en pro del reco-
nocimiento de sus derechos. Como resultado de 
los primeros logros, varios estados incluyeron en 
sus constituciones, en los años 80 y 90, el reco-
nocimiento de los pueblos indígenas como sujetos 
colectivos de derechos políticos que deberían ser 
expresados en espacios de participación, el ejer-
cicio de su autonomía y autodeterminación y el  
derecho al territorio (AYLWIN, 2014) (Ver FIG. 4).

En lo que respecta al derecho de los indígenas al 
territorio, éste fue considerado desde las normas 
internacionales a partir de elementos como la tie- 
rra, los territorios y los recursos naturales allí ubica-
dos. Estos tres elementos son tomados en cuenta 
de manera articulada en tanto representan los vín- 
culos de carácter cultural y espiritual que une a los 
pueblos indígenas con su entorno (CEPAL, 2014). 
Además, esta consideración debe partir de que 
la tierra no puede ser entendida apenas como un 
objeto sobre el cual se ejerce posesión y usufruc-
to, sino que se trata de un elemento de carácter  
material del cual depende la preservación de la  
herencia cultural que caracteriza a estos pueblos 

3 El Sistema General de Participaciones (SGP) es el sistema 
de transferencias intergubernamentales definidos para Co-
lombia en el que la nación transfiere recursos a las entidades

territoriales para atender los servicios de salud, educación, 
agua potable y saneamiento básico y propósito general (Ley 
715 de 2001).  
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y la posibilidad de transmitirla para sus genera-
ciones futuras (CID, 2009). 

Para garantizar estos propósitos, estas normas 
establecieron que los estados debían otorgar, a 
los pueblos interesados, el derecho de posesión 
sobre las tierras que han ocupado tradicional-
mente. Incluso aunque se trate de tierras que no 
han sido ocupadas por ellos, los estados debe-
rían garantizar la utilización de territorios sobre 
los que han tenido acceso en el pasado y que son 
importantes para sus actividades tradicionales y 
de subsistencia. Asimismo, se plantea que tam-
bién se debe proteger el derecho a utilizar, ad-
ministrar y conservar los recursos naturales pre- 
sentes en su territorio y en los casos en que el 
Estado sea el propietario del suelo y del subsue-
lo, de todas maneras se debería asegurar la par-

deriven de la explotación y aprovechamiento de 
los mismos y a recibir una indemnización por los 
daños que las comunidades indígenas puedan  
sufrir como resultados de estas actividades.

Pero, a pesar de estas directrices internacionales 

constitucionales de varios estados, los mismos se 
dieron en el contexto de la transformación neoli-
beral del sector público, por lo que en la práctica 
se generó lo que STAVENHAGEN (2005) denominó 
la brecha de la implementación. Esta brecha se  

-
cido por las constituciones y los desarrollos nor- 
mativos que se han derivado de la misma, en la 

exigibilidad de estos derechos reconocidos por  

recursos y de interés político para adelantar po-
líticas que los lleven a la práctica.

Aunque varios estados han reconocido el de-
recho sobre la tierra de los pueblos indígenas  

(Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, Colombia, Chi- 
le), todavía prevalecen defectos como la propiedad 
de los recursos que allí se generan, la consulta 
para que se permita a los estados la explotación 
de estos recursos o la participación en los be-

AYLWIN, 

el reconocimiento de autonomías para la gestión 
de los asuntos propios de estos pueblos, mediante 
la creación de entidades formales dentro de los 
marcos territoriales de los estados, sea todavía 
más limitado.

En algunos de estos casos el reconocimiento 
llega solo al nivel de la Constitución como en 
Colombia, que como veíamos antes plantea la 
posibilidad de crear ETIs, pero a la fecha no las 
ha concretado. Algo similar sucedió con la Cons-
titución de 1998 en Ecuador donde se incluye- 
ron las Circunscripciones Territoriales Indígenas 
(TCO), las cuales nunca fueron reglamentadas 
legalmente (RODRÍGUEZ, 2014). No obstante, exis-
ten otros casos donde se han logrado mayores 
avances como en Bolivia, reconocido como un 
estado plurinacional, donde se crearon las Auto-
nomías Indígenas Originario Campesinas (AIOC) 
que se pueden reconocer por la vía municipal co- 
mo sucedió en 2010, o a través de los Territo-
rios Indígenas Originario Campesinos (TIOC) los 
cuales, sin embargo, requieren un procedimiento 
especial que no ha sido reglamentado hasta la 
fecha (RODRÍGUEZ, 2014).

No obstante, los casos más avanzados en esta 
materia son Panamá y Nicaragua. El primero de 

comarcas indí-
genas cuya existencia data del año 1953. Estas 
entidades, que en la actualidad son 5, tienen la 
facultad de expedir sus propias leyes constitutivas 

-
tica administrativa tradicional, sus autoridades, sus 
competencias, el manejo de los recursos naturales  

Fuente: Elaborado con base en AYLWIN (2014)

Reconocimiento constitucional de la naturaleza pluricultural, 
multicultural o multiétnica de los estados

Colombia, 1991; México 1992 y 2001; Perú, 1993; Bolivia, 
1994 y 2009; Ecuador, 1998 y 2008

Derecho consuetudinario, tanto dentro de la jurisdicción del 
Estado como a través de los sistemas de justicia indígena

México, Ecuador, Colombia y Perú

Derechos de representación política especial indígena Colombia y Venezuela

Derechos de autonomía o autogobierno de los pueblos indí-
genas en figuras como resguardos, entidades territoriales 
indígenas, circunscripciones territoriales indígenas, municipios

Colombia, Ecuador, México, como habían sido establecidos 
por Nicaragua en 1987



sus valores culturales (MOLINA & FIGUEROA, & QUIS-
BERT, 2005). Nicaragua por su parte estableció las 
regiones autónomas, las cuales se encuentran 

mediante la Ley 28 del mismo año. Estas normas 
les reconocen a estas entidades y a las comuni-
dades que se asientan en su interior el derecho 
a sus propias formas organizativas en materia 
social, económica y cultural y a la libertad para 
elegir a sus autoridades. 

Las regiones autónomas fueron reglamentadas 
como entidades descentralizadas desde el año 
2003, cuando se les hizo partícipes de los pro-
gramas de salud, justicia, transporte y educación, 
entre otros. Sin embargo, la autonomía reconoci-
da por la Constitución a estas regiones no es so-
lamente una autonomía indígena, sino una auto-
nomía de base multiétnica que buscó garantizar la 
participación e incidencia en el gobierno regional 
por parte de los diferentes grupos étnicos que  
habitan el territorio, y que incluyen indígenas, afro- 
descendientes y mestizos (AYLWIN, 2014).

Los corregimientos departamentales o áreas no 
municipalizadas en Colombia son una realidad 
que se encuentra en el territorio pero que no está 
representada en nuestro diseño normativo, por 
lo que actualmente constituyen un limbo jurídi- 
co. Los diferentes intentos por formalizarlos, bien 
sea mediante su incorporación a los municipios 
existentes, o su legalización como municipios o 
como ETIs no han sido exitosos, debido a las 
particularidades económicas, sociales y geográ-

consideración dentro del conjunto de entidades 
de nivel local de nuestro país. Estas particula-
ridades ubican a estos territorios en los peores 
lugares o muy por debajo si se les compara con 
las demás áreas correspondientes al nivel local, 
o incluso si se les analiza como particularidades 
de los departamentos de los que forman parte.

Debido a la ausencia de formalización y a la ur- 
gente necesidad de reconocerlas el ejecutivo na- 
cional ha optado por avanzar en la entrega, a los 
Territorios Indígenas allí constituidos, de cada vez 
 mayores derechos que son propios de las entida-
des territoriales en materia de autoridades propias, 
competencias propias y recursos por transferen-
cias. Estos avances, que se articulan con las di- 

Política de 1991, han procurado progresar en el 
otorgamiento de autonomías principalmente a par- 
tir del manejo de los recursos provenientes del nivel 

nacional. Esto convierte a los Territorios Indíge- 
nas inicialmente en unidades de tipo administrativo,  

-
des que los habitan. Si bien esta es la manifesta-
ción del interés del Estado en cabeza del ejecutivo 
por contribuir al reconocimiento de estos pueblos, 
también evidencia el desinterés del legislativo en  
dicho proceso. 

Este fenómeno, sin embargo, no solo es caracte-
rístico de nuestro país, sino que se puede ver a lo 
largo de la región latinoamericana donde habitan 
pueblos indígenas. A pesar de la existencia de 
directrices internacionales que en las últimas tres 
décadas han apuntado a la reivindicación de los 
derechos de estos pueblos, solo algunos países 
han realizado reformas constitucionales para su 
reconocimiento. Pero son todavía menos aquellos 
que han avanzado en el reconocimiento de sis-
temas de justicia propios, en el otorgamiento de 

-
micos derivados de ellas, y muy pocos son los que 
han logrado la creación de entidades territoriales  
autónomas. 

Aunque Colombia ha realizado avances importan-
tes en todos estos temas, todavía existen resisten-
cias para la formalización de los territorios donde 
habitan muchas de las comunidades indígenas de 
nuestro país, debido, entre otras razones, a que 
los mismos no han alcanzado históricamente las 
condiciones propias de los demás territorios de 
nivel local. Con ello se pone en evidencia la au-
sencia de un marco normativo totalmente acaba- 

territorios, y que mejore las posibilidades para la 
gestión y la potenciación del bienestar económico 
y social de sus habitantes.  
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